Carátula 
SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 9 minutos) 


- Tenemos el agrado de recibir al doctor Ricardo Gorosito, quien se referirá al proyecto de ley que está tratando el Senado acerca 
de reproducción humana asistida. 


SEÑOR GOROSITO..- En primer lugar, quiero decir que comparezco ante esta Comisión para hacer un modestísimo aporte y debo 
invocar que estoy aquí en mi calidad de profesor titular de Derecho Ambiental, y por algunas otras actividades académicas que he 
realizado en el pasado, vinculadas, precisamente, con la regulación constitucional del derecho a la vida. Oportunamente, cuando 
tuve el honor de sustituir a la señora Senadora Pou en el Plenario, expresé algunas opiniones con respecto a ciertos puntos de 
constitucionalidad en lo que refiere a un proyecto que acompañé con mi voto, tal como lo hizo la bancada de mi Partido. 


El fundamento último del derecho al medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, derecho de la tercera generación, hunde 
sus raíces en la esencia de la regulación constitucional del derecho a la vida. De manera que el primer tema del Derecho Ambiental 
es, precisamente, la regulación constitucional del derecho a la vida, y en ese sentido la doctrina ha sido terminante respecto a la 
pertinencia del estudio del derecho a la vida por parte del Derecho Ambiental, específicamente, del Derecho Ambiental 
Constitucional. 


Por ejemplo, el doctor Gros Espiell ha dicho que el tema ecológico constituye una expresión concreta y actual de reconocimiento a 
la garantía y la protección del derecho a la vida. Por su parte, nuestro más grande doctrino en el campo del Derecho Ambiental, el 
fallecido y recordado profesor, doctor Mateo Magariños de Melo, quien vinculaba el derecho al medio ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado con el derecho a la vida y a la seguridad establecidos en el artículo 7 de la Constitución, dijo un día 
que el derecho al medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado es complementario y está estrictamente ligado al derecho a la 
vida. Textualmente expresó: "Una metáfora puede clarificar totalmente el punto. No se puede decir al pez: 'reconozco el derecho 
absoluto que tienes a la vida, pero no te reconozco el derecho al agua”. ¿Sería posible o racional? Evidentemente, no. De manera 
que la vida tiene que poder desarrollarse" -decía- "en condiciones adecuadas a lo que la naturaleza ha querido; implica una 
necesaria calidad de vida que incluye la salud y la plena realización material y espiritual", y yo me atrevo a agregar a esas palabras: 
"la plena realización material y espiritual desde su origen". 


Por otra parte, el Derecho Internacional Ambiental recoge en diversos instrumentos, como la Declaración de Río, la Declaración de 
Estocolmo o la Carta de la Naturaleza, que toda forma de vida es única y que, obviamente, en el tema ambiental los seres 
humanos están en el centro. En conclusión, el Derecho Ambiental tiene una injerencia natural y la regulación del derecho a la vida 
integra el campo de los elementos de estudio. Por tanto, considero que nuestra Cátedra y nuestra disciplina tienen un importante 
aporte para hacer cuando se debaten estos temas. 


Comenzaré por un análisis donde voy a exponer algunas preocupaciones de tipo constitucional que surgen del texto actual. Como 
se sabe, la regulación constitucional del derecho a la vida ocupa el centro de la parte dogmática de la Constitución y es, por tanto, 
base fundamental de la nacionalidad. En algunos trabajos he sostenido que el artículo 26 de la Constitución, que dice: "A nadie se 
le aplicará la pena de muerte", debe interpretarse en el sentido de que se ha consagrado la absolutez de este derecho, y que ni 
siquiera bajo la forma de pena puede privarse del derecho a la vida; o sea que no podemos nosotros entender como posible la 
afectación del derecho a la vida por piedad, por estética, por salud, por seguridad, ni por cualquier otro criterio distinto. Esto es 
diferente, por ejemplo, a la regulación de la libertad física, por cuanto el artículo 12 presupone que dicha libertad se puede privar 
con proceso y sentencia. Sin embargo, ni siquiera así puede privarse la vida. 


También entiendo que en esta Sección de la Constitución se han establecido algunos bienes o valores fundamentales, como ser la 
vida y la familia. Dentro de los bienes o valores fundamentales, el constituyente regula aquellos que son vulnerables. Por ejemplo, 
el artículo 42 de la Constitución establece: "La maternidad, cualquiera sea la condición o estado de la mujer, tiene derecho a la 
protección de la sociedad y a su asistencia en caso de desamparo." Quiere decir que la maternidad en condiciones de desamparo 
es un bien vulnerable y, por tanto, el Legislador sólo puede actuar protegiendo. 


También está el caso del abandono corporal, intelectual o moral de los niños y de los jóvenes, que es un bien vulnerable y, por 
tanto, se ha vinculado con la protección; es decir que el Legislador tiene que actuar protegiendo. 


En el caso del medio ambiente, el Artículo 47 de la Constitución establece que "La protección del medio ambiente es de interés 
general". De manera que también aquí el constituyente le está señalando al Legislador ordinario la dirección exacta en la que debe 
intervenir con el fin de proteger. 


Pido excusas al señor Senador Correa Freitas por ingresar en un tema que es su especialidad, pero quiero agregar que a estos 
bienes vulnerables se contraponen otros valores o bienes que la Constitución considera concentraciones de poder. Dice, por 
ejemplo, que "Toda organización comercial o industrial trustificada estará bajo el contralor del Estado", o sea, bajo la vigilancia 
especial de la ley. Quiere decir que allí donde hay concentración de poder, la Constitución establece que se debe vigilar y controlar 
especialmente; allí donde se dan situaciones de vulnerabilidad y de afectación, determina que se debe proteger. 


Evidentemente, la familia y toda su regulación constitucional están esencialmente vinculadas a este proyecto de ley. No obstante, 
no voy a ingresar al tratamiento de este tema, ya que deslindo perfectamente el campo en el que quiero brindar algunos aportes - 
especificamente, dos o tres artículos- entendiendo que debo dejar ciertas constancias -a la luz de estos principios y de algún otro- 
relacionadas con la regulación del derecho a la vida. 


Desde luego, acepto que cuando la Constitución establece en su artículo 1% que "La República Oriental del Uruguay es la 
asociación política de todos los habitantes comprendidos dentro de su territorio", y usa luego la expresión "La familia es la base de 


nuestra sociedad", está situándose en un momento lógico diferente, por lo cual entiendo que debemos aceptar el concepto de 
familia como dinámico y no congelado en el tiempo. En este sentido, obviamente debemos pensar que el contenido básico del 
concepto y del valor familia, de alguna manera lo aporta la realidad social, y al respecto creo que las ciencias sociales tienen 
mucho que aportar. 


En su momento, voy a introducir en la consideración del tema uno de los artículos vinculados a la regulación de la familia, porque 
creo que es necesario realizar algunas modificaciones al texto del proyecto de ley, luego de haber modificado en el Plenario el 
proyecto original, con referencia al derecho a la identidad. Me refiero al artículo 42 de la Constitución de la República, pero en su 
momento lo especificaré. 


En síntesis, el derecho a la vida es el derecho a vivir en seguridad y confort -"mínimo", agregan algunos doctrinos, y personalmente 
rescato aquella idea del doctor Magariños en cuanto a la plena realización material y espiritual que estaría implícita en este 
derecho-; es absoluto como tal, y sólo cede ante el estado de necesidad o de legítima defensa. Hay algunas hipótesis en que es 
posible, tal vez, hablar de un derecho a dar muerte, como por ejemplo cuando la República se ve agredida y el Parlamento, a 
través de una declaración de guerra, da la orden a los ejércitos de la República y a todos los ciudadanos, de combatir al enemigo; 
esto conlleva, eventualmente, la orden de dar muerte al enemigo. En ese caso, se trataría de una necesidad o legítima defensa de 
la Patria. 


Lo mismo podría suceder en los casos en que el Código Penal autoriza a cada uno de los ciudadanos, de los habitantes y de los 
seres humanos, a proteger la vida en caso de que ella esté en peligro. De alguna manera, entonces, legitima la posibilidad de dar 
muerte al agresor, situación que podría extrapolarse a los casos de aborto por encontrarse comprometida la salud de la madre, 
teniendo que elegir. Se trata de valores que han sido aceptados o lo están siendo, incluso, por la jurisprudencia internacional. 


Fuera de estos casos restringidos en los que se da una situación clara, como la necesidad -en sentido público- de defensa de la 
integridad de la Nación o de las personas, es evidente que no existe ninguna otra posibilidad de afectar ese derecho absoluto. 


De alguna forma ello significa, desde mi punto de vista, que este proyecto de ley debe ser encuadrado en el hecho de que regula el 
derecho a la vida en una de sus manifestaciones esenciales, por lo que el Legislador ordinario está muy acotado en sus 
posibilidades regulatorias. Obviamente, son titulares del derecho a la vida los habitantes en sentido amplio, y sobre esto comparto 
lo que la doctrina ha establecido en cuanto a que el derecho a la vida comprende, entre sus titulares, al no nacido y concebido. No 
tomo en cuenta el Pacto de San José de Costa Rica porque para nosotros tiene el carácter de ley y, por lo tanto, estaría faltando a 
la lógica de mi razonamiento si tomo una ley ordinaria para acotar el sentido de la Constitución. Con todo el valor que un Tratado 
tiene respecto de la legislación interna, creo que debe entenderse que del propio texto de la Constitución, de la integralidad de la 
filosofía de nuestra Sección Il y de las bases fundamentales de la nacionalidad, surge que allí donde existe vida humana hay 
personas y, por lo tanto, hay un derecho a la vida con este carácter absoluto. 


Creo que si la Constitución de la República en su inciso segundo del artículo 41 protege como bien vulnerable al niño y al joven, 
con más razón protege al no nacido, al embrión, porque en este caso hay una situación de suprema vulnerabilidad, por decirlo de 
algún modo. De aquí, entonces, debemos entender que nuestra Carta Magna identifica los casos de vulnerabilidad con el riesgo, 
por lo que tenemos que precisar bien, en cada una de las intervenciones legislativas, cómo se maneja el riesgo de afectación a un 
valor fundamental vulnerable, como es el del embrión. 


En este punto me parece que sería bueno que también se trajera a colación un principio que los propios señores Legisladores han 
incorporado a nuestro Derecho Positivo en la Ley General de Protección del Ambiente y que, a mi juicio, tiene una validez universal; 
es más, por el hecho de derivarse dicho principio, como efectivamente lo hace, del que sostiene que nadie puede causar daño a 
otro, forma parte del "jus cogens" o sea del Derecho imperativo universal. Se trata, concretamente, del principio precautorio. Esto, 
en el actual estado de conciencia jurídica, significa que en aquellos casos en los que puede haber amenazas o riesgos para la 
salud humana o el ambiente, el hecho de la incertidumbre científica sobre dichos riesgos no puede ser tomado como razón para no 
adoptar acciones para prevenir los daños. El manejo de la vida implica una alta responsabilidad y esto debe ser controlado por 
parte del Estado. Evidentemente, es todo lo contrario de lo que ocurre con las acciones privadas de las personas, que están 
amparadas por el artículo 10 de la Constitución. 


A propósito de lo que acabo de mencionar, quiero hacer referencia a un vínculo concreto con este proyecto de ley. Si bien en el 
caso de la procreación natural ello está dentro del marco de la libertad de las personas y, por tanto, el Estado o la organización 
política no deben tener injerencia, entiendo que la situación es totalmente diferente cuando a través de una intervención científica, 
por decirlo así, se está dando, de alguna forma, lugar a la creación de vida. En ese caso, existiendo el riesgo y generada la 
situación de vulnerabilidad, la misma debe controlarse desde el primer acto; personalmente, considero que se ha hecho un decidido 
esfuerzo por generar ese aspecto en la ley. Sin embargo, de todos modos me parece que habría que ajustar algunos puntos, que 
indicaré a continuación. 


Como decía antes, la Constitución de la República acepta, protege y promueve la actividad científica pero, desde luego, la declara 
limitable, lo que surge del propio texto en el que alude a la libertad de profesión, por decirlo de alguna manera. Lógicamente, la 
actividad científica tiene el límite claro que se desprende de los artículos 72 y 332 de nuestra Carta Magna. 


Quiero decir también que este tema que refiere al no nacido es una cuestión que debemos tomarla muy en cuenta a la luz de los 
últimos desarrollos del Derecho Internacional. Precisamente, en el Derecho Internacional Ambiental, así como también en otras 
materias, ahora se está hablando del derecho de las futuras generaciones. Y si bien esto no tiene hoy el "status" de un derecho, y 
más bien se habla de una obligación moral, ética, y se ha avanzado generando más bien una hipótesis de responsabilidad jurídica 
de la actual generación con el futuro, es obvio que si ya estamos previendo el horizonte de asegurar el derecho de generaciones 
futuras, debemos aceptar con toda lógica que el no nacido, y concebido, tiene la plenitud de esos derechos. 


Como podemos observar, en el artículo 1% se alude al ámbito de aplicación y finalidades de la reproducción humana asistida. En el 
inciso segundo se establece: "Las Técnicas de Reproducción Asistida tienen como finalidad la actuación médica ante la esterilidad 
humana, para facilitar la procreación cuando otros tratamientos se hayan descartado por inadecuados o ineficaces". 


Personalmente, creo que faltaría un aditamento en cuanto a la comprobación y al control estricto de que se hayan descartado otros 
tratamientos por inadecuados o ineficaces. He leído atentamente el texto del proyecto de ley, y me parece que el hecho de que no 
exista algún método objetivo para establecer, en cada caso, que se han descartado otros tratamientos por inadecuados o 
ineficaces, colide con esta necesidad de control que veo en la regulación constitucional. 


Entonces, me atrevería a hacer una sugerencia -en realidad, se trata sólo de un apunte o de una idea- en el sentido de que la 
Comisión Honoraria de Reproducción Asistida, a cuya creación se alude en el artículo 23, asesorará al Ministerio para poder 
reglamentar o regular, de algún modo, un procedimiento objetivo que pudiera llevarse adelante en estos casos. No me parece que 
pueda quedar en la soledad de la institución médica o en la relación con la pareja o con la persona, la constatación de que se han 
descartado, por inadecuados o ineficaces, otros tratamientos. Incluso considero que la eventual regulación de cómo debería 
procederse en cada caso, una vez puesta en práctica por parte del Poder Ejecutivo debería ser comunicada al Parlamento. 


En el artículo 2% se establece, entre otras cosas: "La mujer receptora de estas técnicas podrá pedir que se suspendan en cualquier 
momento, siempre que esa solicitud se realice previamente a la transferencia del preembrión al útero, debiendo atenderse a su 
petición. Por escrito y como requisito previo, la mujer deberá autorizar la donación de los preembriones que se hubieren obtenido a 
la clínica actuante en el procedimiento de reproducción". 


Este principio de donación aparece luego reiterado en el artículo 5”. A este respecto, recuerdo perfectamente bien que el señor 
Senador García Costa tuvo en Sala una intervención en la que manejó el sentido literal del término "donación" y encontró 
acepciones diversas. Una de ellas estaba referida al contrato específicamente regulado por el Código Civil, y otra a un sentido 
amplio de liberalidad. A mi juicio, ambas cosas son absolutamente inaplicables en el caso del embrión humano. No puede haber un 
contrato que tenga por objeto a ninguna persona. Por lo tanto, de lo que creo que sí podría hablarse -y he tratado de dejar algo 
explicitado al respecto- sería de un convenio de guarda. Podría ejercerse alguna actividad de custodia en el sentido de guarda 
sobre seres humanos, pero no puede hablarse de la posibilidad de donación de preembriones sin que se colide con el principio 
constitucional. Entonces, pienso que esta norma es absolutamente inconveniente desde todo punto de vista y considero, además, 
que el hecho de que se dé esta figura de la donación excede totalmente la necesidad de legislar. Personalmente, parto de la base - 
un poco exagerando, pues me parece que a veces se hace necesario plantear las cosas con cierta rotundidad- de que si hay 
donación no hay contraprestación, es decir, no hay precio. Esto está claro; pero debe también establecerse específicamente que en 
ningún caso un embrión puede ser vendido. Desde luego, sí deberá haber remuneración por el tratamiento, lo que es 
absolutamente lógico, ya que así ocurre con relación a todas las actividades médicas; pero me parece que debemos borrar de 
nuestra legislación el concepto de contrato de donación de embriones. 


SEÑOR RIESGO..- En el inciso dice que la mujer deberá aceptar la donación de los preembriones. Tal como está, "deberá" aparece 
como una obligación, por lo que quisiera saber si lo es desde el punto de vista legal. 


SEÑOR GOROSITO.- Desde mi punto de vista la mujer no tiene el poder de donar a sus hijos en ningún caso -algo muy distinto 
serían el óvulo o el espermatozoide- porque creo que constitucionalmente no hay posibilidad de donación de embriones. 


Por otro lado, en este mismo artículo 2” -ya le había planteado algo al pasar al señor Senador Cid- en el penúltimo inciso se 
establece: "Se entenderá realizada igualmente la donación cuando la clínica actuante constate fehacientemente el desinterés de la 
mujer", etcétera. 


Por un aporte realizado por el señor Senador Fernández Huidobro -lo recuerdo perfectamente, porque no tuve el texto que 
modificamos- se habló siempre en plural de los donantes, por entender que no se quería discriminar y además porque, 
eventualmente, podían ser más de uno y, entonces, se quería que el texto guardara armonía. En mi opinión, aquí hay una violación 
a los derechos de la paternidad al entender que solamente el desinterés de la madre califique la donación -partiendo de la base de 
que se haya eliminado la donación y se piense en un acuerdo de guarda u otro tipo de figura- porque, de todas maneras, pienso 
que debería equilibrarse este desinterés, solamente, de la mujer. Inclusive, en algunos casos habría que incorporar algún equilibrio. 


SEÑOR RIESGO.- Cuando usted habla de igualar el derecho del hombre y de la mujer en este inciso, ¿diría que ambos deberían 
de estar de acuerdo en el desinterés? En el caso de que su idea fuera correcta, en el sentido de que las dos partes tendrían que 
mostrarse desinteresadas -aclaro que estoy utilizando un término que no me agrada- ¿qué pasaría si una de las dos no lo quisiera 
así? 


SEÑOR GOROSITO.- Entiendo que, en todo caso, la guarda correría por cuenta del progenitor que desea, con las 
responsabilidades que tiene frente a cualquier vida humana. De manera que, o confían ambos en la clínica y hacen el convenio de 
guarda sobre el producto que han generado, o asumen los deberes que les corresponden por la ley en la paternidad o en la 
maternidad. 


No creo que haya necesidad de que sea diferente el caso frente a cualquier otro producto de la vida de dos personas, aunque haya 
habido allí intervención médica -y en eso estamos todos de acuerdo- inspirada en el más que elogiable sentido de dar continuidad a 
la vida. Tuve oportunidad de sostener lo mismo en un proyecto que se presentó en la Legislatura pasada con referencia al tema del 
aborto, en el que prácticamente se dejaba en manos de la mujer "ad nutum", la posibilidad de abortar. Desde mi punto de vista, esto 
significa eliminar los derechos de la paternidad en el período de gestación, y la paternidad tiene virtud desde el momento de la 
concepción, independientemente de que por las razones más profundas de nuestra especie la mujer tiene la encomienda de llevar 
la especie en el vientre. Pero ello no significa que no exista paternidad en el momento de la concepción. Entonces, en mi opinión -y 
creo que acompañado por la doctrina- es evidente que deberíamos buscar aquí alguna alternativa, sin alterar lo que es nuestro 
derecho de familia, en general. 


SEÑOR CID.- Sin duda, hay algunas objeciones interesantes que está exponiendo el profesor Gorosito. Quiero presentar una 
hipótesis, porque el planteo que él hace es muy contundente y presenta una realidad que es inexcusable, porque si para acceder a 
estas técnicas exigimos a la pareja la aceptación de todos los procedimientos, una vez concretada la producción de vida, parecería 
inequitativo o restrictivo de los derechos del hombre aceptar que la mujer, en soledad, tome esta decisión. En la misma línea que 
planteaba el señor Senador Riesgo, quiero señalar que se puede presentar la situación de que lo que estamos tratando de 
defender y privilegiar por sobre cualquier otra medida, que es que la vida del preembrión, se transforme en la condena del 
preembrión. Digo esto porque se puede dar la situación de que la mujer no acepta la transferencia de embriones, el padre no 


acepta la donación y, en ese caso, el preembrión queda condenado a estar congelado permanentemente. Desde el punto de vista 
ético, me parece que esa no es una decisión sana para el futuro de la sociedad; esto lo digo como médico, pero también como 
Legislador. 


Esa es una objeción que le presento a los efectos de ver si podemos encontrar una fórmula, ya que nadie va a obligar a la mujer a 
que acepte preembriones porque el marido quiera preservarlos en propiedad. Entiendo que esta objeción es insalvable en este 
caso. 


En cuanto a la otra situación que planteaba el profesor Gorosito, que es la de la guarda de los preembriones, quisiera decir lo 
siguiente. El concepto de guarda de preembriones se establece en el contrato de introducción a la utilización de estas técnicas. Eso 
no salva la objeción de que no se siga teniendo el derecho a la propiedad de esos preembriones, y lo digo concretamente para que 
se entienda el sentido. 


Esto también presenta el inconveniente de que ese preembrión queda en una zona ambigua de propiedad, que no la maneja ni la 
clínica ni los padres, que se han desinteresado. Ello evita que esos preembriones puedan llegar a concretarse como el último 
fenómeno de ese nacimiento de vida, que es el nacimiento de un niño. Por eso es que nosotros utilizamos, tal vez 
inadecuadamente, el término "donación", porque ello implica que no hay un derecho de propiedad a reclamar posteriormente. 
Podríamos emplear otro término que se ajustara más a las normas constitucionales y en ello no habría objeción; pero debemos 
tener claro que ese preembrión -que es la vida antes de ser introducida en el útero- tenga la posibilidad de transformarse en el 
nacimiento de un niño. 


Digo esto porque el 60% de las personas encuestadas que asistieron a este tipo de técnicas, una vez que han logrado 
descendencia, desisten del interés por los preembriones sobrantes; en mi opinión esta cifra es patética y es una realidad que 
tenemos que resolver, porque nosotros queremos privilegiar la vida, es decir, que ese preembrión se transforme en niño a futuro. 
Entonces, hay que buscar una fórmula en la que si la pareja se desinteresa de esos preembriones, la clínica o el Juez de Familia 
puedan darle un destino real de concreción en la forma humana. 


SEÑOR GOROSITO.- Quisiera hacer algunas consideraciones sobre lo expresado por el señor Senador Cid, quien ha planteado 
uno de los tantos horizontes que tiene este tema, que nos obliga a actuar con razonabilidad y poniendo nuestro mejor empeño. El 
texto del proyecto habla de "desinterés de la mujer", y es esa expresión tácita o presuntiva de voluntad la que entiendo debemos 
corregir. Considero que no debemos apuntar a los otros extremos, puesto que no cambian en absoluto si eliminamos la 
inconstitucional manifestación de "donación". Repito: no cambian en absoluto, porque si no se quiso decir que es un bien sino que 
se trata de un ser, no lo podemos ubicar en la esfera de los contratos, pero sí en aquellos acuerdos de voluntades que el Derecho 
de Familia y nuestra civilización han creado para el manejo de las personas. Incluso en el sentido en que los Legisladores 
uruguayos votaron estos textos, no estaba el de transformar o "cosificar" a los embriones. Creo que en esto estamos todos de 
acuerdo, porque no fue eso lo que se quiso y no estuvo presente en la voluntad de nadie; entonces, si esto es así, adecuemos el 
texto. 


Al respecto, se ha hecho referencia a un elemento que está en el corazón de nuestro Derecho de Familia como, por ejemplo, el 
Juzgado de Familia. En este sentido, y sin necesidad de acudir inmediatamente a la esfera judicial, cabe recordar que los padres 
tienen para con sus hijos, desde el momento de su concepción, ciertos deberes que se regulan, eventualmente, en caso de un 
conflicto de intereses, a través del Juzgado, que será el que decidirá. Esto será así de todas maneras, lo incluyamos o no en la ley. 


Por ello considero que el aporte consiste en buscar alguna manera de poder hacer coherentes estas disposiciones con lo que creo 
son las bases constitucionales del Derecho de Familia previsto en nuestro ordenamiento. 


Asimismo, quiero hacer referencia a otro tema que anuncié antes, que tiene que ver con la coherencia de alguna disposición que se 
tomó en el Plenario y los efectos que se le dieron con el artículo 42 de la Constitución. 


En el inciso que se agregó al artículo 2* se dice lo siguiente: "Igualmente los hijos nacidos en virtud de estás técnicas, una vez 
cumplidos los 18 años de edad, podrán solicitar fiundadamente que se les informe de la identidad de los donantes. En este caso y 
en el previsto anteriormente, la petición respectiva se formulará ante el Juez competente -artículo 11 del Código General del 
Proceso- el que determinará en definitiva si hay mérito para la misma. Por lo menos en todos los casos se procurará mantener 
hasta lo estrictamente necesario la reserva sobre la identidad de los donantes". 


Más adelante, se dice: "Las filiaciones comprobadas por efecto de la aplicación de este artículo no producen derechos civiles de 
clase alguna". Tengo claro que la expresión es "derechos civiles de clase alguna", pero hay unos derechos constitucionales que 
emergen del artículo 42 de la Constitución de la República, que creo no están disponibles por el Poder Legislativo. Allí se expresa: 
"Los padres tienen para con los hijos habidos fuera del matrimonio los mismos deberes que respecto a los nacidos en él". De 
manera que entiendo que estamos en ese límite en que el Legislador ordinario puede manejar la materia civil de un efecto 
básicamente patrimonial o filiatorio, pero de ninguna manera puede llegar a entenderse que el hijo se ve coartado únicamente a un 
dato histórico sobre su identidad, sin que pueda hacer valer un texto que la Constitución le reconoce en forma directa. En todo 
caso, podrá limitarse por el Legislador -y créanme que lo digo con una duda enorme- si es que existe algún ente en la sociedad que 
puede decirle a alguien, cuando expresa su voluntad de incorporarse a su familia biológica, que no puede hacerlo. Pero dejemos de 
lado este extremo, que es grave, y pensemos que el Legislador tiene en disposición los aspectos patrimoniales e "identitarios", 
digamos, de la persona. Lo que me parece que está claro es que este artículo no priva de este derecho constitucional, porque al 
deber del padre corresponde el derecho del hijo, que está establecido en el artículo 42 de la Constitución. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Lo que aquí se ha planteado, indudablemente, hace trastabillar a todo el proyecto. En este sentido, 
quisiera saber si el doctor Gorosito considera que la legitimación adoptiva es inconstitucional. Porque en la legislación vigente de 
nuestro país, por la llamada "Ley Echegoyen", el legitimado adoptivo no tiene derecho en su familia natural pero sí los tiene en su 
familia adoptiva. Entonces, creo que lo que aquí se ha hablado está en la misma línea de ese razonamiento. 


Escuché atentamente lo que dijo el doctor Gorosito y quería saber qué opina respecto de lo que acabo de señalar. 


SEÑOR GOROSITO..- Precisamente, manifesté que este asunto estaba en el límite de lo que el Legislador puede hacer. Creo que 
es posible que los derechos civiles puedan ser limitados. Recuerdo perfectamente la legislación vinculada a la legitimación 
adoptiva. En este aspecto, no hago una cuestión de inconstitucionalidad. Lo que digo es que independientemente del Legislador 
ordinario, el Constituyente ha generado a los progenitores, por el hecho de la paternidad, deberes que me parece difícil que puedan 
ser privados por razones de interés general. 


De alguna manera, entiendo que es perfectamente discernible el aspecto civil, patrimonial, de identidad y de deberes de asistencia 
que eventualmente puedan tenerse. Pongámonos en el caso de alguien que a los 18 años expresa la necesidad de conocer su 
identidad. Cuando alguien llega a esta situación y pone en práctica este artículo que se incorporó, lo hace movido por una cierta 
intención de conocer sus raíces. Entonces, en este caso, ¿qué quiso salvar el Legislador? ¿El derecho a la identidad? Pregunto 
esto, porque de no ser así, este artículo no se puede justificar. Si se quiso salvar el derecho a la identidad es porque, de alguna 
manera, es un derecho que le es reconocido por el Legislador y, en este sentido, creo que no debemos detenernos en analizar los 
aspectos civiles, que creo que son limitables por razones de interés general. De todos modos, entiendo que hay aquí alguna 
cuestión vinculada con deberes que surjan y que el hijo pueda reclamar de esos padres. 


Considero que es perfectamente discernible lo que puede ser, en primer lugar, el conocimiento de la identidad. ¿Cúal es el 
contenido del derecho a la identidad que se reconoce por este inciso que se agregó? El proyecto de ley que tenemos en 
consideración actualmente ha establecido que los hijos nacidos, una vez cumplidos los 18 años de edad, podrán solicitar 
fundadamente que se les informe de la identidad de los donantes. De manera que esta salvaguarda del derecho de identidad que 
se ha querido establecer aquí no puede carecer de efectos. 


Si examino esta norma a la luz del artículo 42 de la Constitución, entiendo que pueden limitarse los efectos patrimoniales y 
filiatorios, en general, de la legislación civil. Tengo grandes reservas acerca de si el derecho-deber establecido en este artículo 42 
puede privarse por medio de la legislación. De todas formas, quiero que quede claro el sentido con que lo digo; no creo que, tal 
como está redactado el texto propuesto, sea inconstitucional. Entiendo que hay un derecho que emerge del artículo 42 de la 
Constitución que, desde mi punto de vista, puede ser invocado fuera de los efectos civiles o familiares, digamos, del texto 
legislativo, donde el Legislador tiene, según creo, plena autonomía. 


El último tema al que deseaba referirme es el de la crioconservación. En el artículo 10, "in fine", se dice: "Los concepti sobrantes de 
una fertilización in vitro, no transferidos al útero, se crioconservarán en los bancos autorizados." 


Estamos perfectamente al tanto de las dificultades que en el Derecho comparado ha generado este problema, y el Legislador 
uruguayo, en esta norma -incluso es algo que hablé con el señor Senador Korzeniak en su momento- apostando o definiéndose por 
la vida, dijo que la obligación era la de la crioconservación. Estuve tratando de buscar bibliografía -no por importunar a los señores 
Legisladores- de nuestra doctrina constitucional que hablara específicamente de la crioconservación como un problema 
constitucional. He encontrado algunos sobre bioética, y ya he dicho que no deseo ingresar en esa disciplina, donde podrán 
encontrar gente mucho más competente que yo para hablar de ese tema. 


En materia constitucional encontré -de pronto es un problema de información mío; tal vez el doctor Correa Freitas pueda hacer 
otros aportes doctrinarios- que el doctor Martín Risso, en el Tomo lIl de su trabajo sobre Derecho Constitucional, "Estado Social y 
Democrático de Derecho. Derechos, Deberes y Garantías", página 127, dice así: "No es sólo el aborto el único tema que presenta 
dificultades desde el punto de vista constitucional, sino que también encontramos casos como el de los embriones congelados o la 
aveces denominada muerte asistida, la eutanasia, etcétera, que presentan similares dificultades". Y agrega: "El primero de los 
problemas mencionados," -o sea el tema de los embriones congelados- "frente al que nos colocan los avances científicos de los 
últimos años y al que incluso podríamos añadir el tema de la clonación, crea problemas de muy difícil solución cuando se utilizan 
textos jurídicos que en el momento de su redacción no podían prever dichas posibilidades. Sin perjuicio de lo anterior y como 
opinión muy preliminar, parecería que el tratamiento jurídico a dar a estas nuevas realidades cuando se producen los hechos 
debería ser similar, en líneas generales, al propuesto para el aborto, ya que la Constitución necesariamente orienta al intérprete 
hacia la protección de la vida en sus distintas alternativas". 


Si seguimos esta orientación doctrinaria es evidente que, para nuestra Constitución, la posición clara que surge del texto es que no 
puede haber destrucción de embriones; pero si el derecho a la vida conlleva, como dijimos antes, ese derecho a la plena 
realización material y espiritual, lo primero es, obviamente, la necesidad de salvaguardar la posibilidad del desarrollo del ser 
creado, de la persona creada. De modo que la crioconservación, en principio, debería considerarse inconstitucional en cuanto 
puede mantener indefinidamente en ese estado a una persona. De aquí que probablemente haya que trabajar sobre el artículo 4” - 
si no me equivoco- que ha establecido el tema del número de preembriones transferibles. Allí se establece: "Se transferirán al útero 
solamente el número de preembriones considerados científicamente como el más adecuado para asegurar razonablemente el 
embarazo y evitar la multigestación". El último desarrollo que hemos conocido del Derecho comparado limita el número de 
preembriones, por ejemplo a tres. De este modo, no sé si se salva enteramente la objeción de la crioconservación; entonces, 
estamos frente a la necesidad de regular esta materia sin perjudicar la sistemática de la Constitución. 


La ley italiana, que tuve oportunidad de leer -seguramente al igual que los señores Senadores- ha establecido la prohibición de la 
crioconservación. En su artículo 14 establece: "Está prohibida la crioconservación y la supresión de embriones". 


En principio, desde mi punto de vista, los embriones que se creen deberían estar destinados a su implantación, y la 
crioconservación -lo confieso- plantea un problema que, en principio, colide claramente con el derecho a la plenitud de desarrollo 
que los seres humanos tienen. 


Esto es cuanto quería manifestar a la Comisión, aunque también deseo agregar que he vertido estas expresiones en la calidad con 
la que vine; no quiero ingresar en materias que me son ajenas y, naturalmente, tampoco he venido aquí en virtud de mis 
convicciones religiosas, sino a hacer un análisis del texto en algunos puntos que me parece tenemos que profundizar. Antes de 
asistir a esta reunión hablé con algunos colegas sobre el tema de la crioconservación y, obviamente, existe una gran duda acerca 
de hasta dónde llega el límite de la Constitución. Si me baso en la regulación con la que hemos interpretado pacíficamente la 
Sección Il de la Constitución, tendría que entender que la crioconservación colide con ella; sin embargo, no puedo decir que tengo 
una opinión definitiva frente a los problemas que se plantean en la técnica. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del doctor Gorosito y su aporte a un proyecto de ley que es tan importante 
para esta Comisión como para el Senado y, evidentemente, para nuestra sociedad. A partir de mañana y por una semana, tendrá 
usted oportunidad de estar sentado de este lado, por lo que, con seguridad, junto con otros señores Senadores, va a recibir a 
algunas delegaciones que vendrán a hacer aportes a esta idea. 


(Se retira de Sala el doctor Gorosito) 
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